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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima, 15 de octubre de 2018

ASUNTO

Recurso de agravio constitucional intc¡puesto por don Jüan Ponce Moreno
abogado de don lléctor Belindo León Alcedo contra la resolución de l'ojas 48, dc fccha
I7 dc abril de 2017, expcdjda por la Sala Penal de Apelaciones dc la Coñe Superior dc
Jt¡sticia de Iluá1uco, que declaró imp¡ocedente la denranda de Íaáeas corprzs de autos.

FUNDAMENTOS

En la a emitida cn el Ilxpediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario
Peruano el 29 de agoslo de 2014, este Tribunal estableció, en el

tos, que igualmente están contcnidos en el articulo 1l del Rcglamento

nto 49, co¡lcaráctcr de precedente, quc se expedirá sentcncia interlocutoria
atoria, dictada si¡1 más trámite, cuando se presente alguno dc los sigr.rientes

Normativo del Tribunal Cofftitr¡cional

a) Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
b) La cucstión de De¡echo contenida en el recurso no sea de especial

trasce¡ldencia constitucional.
c) La cuestión de De¡echo invocada contradiga un precedente del Tribunal

Constitucional.
d) Se haya decidido de manem deseslimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. En el presente caso, se cvidencia que el recurso de agravio no está referido a una
cuestión de Derecho de especial trascendencia constitucional. Al respecto, un
lecurco carece de esta cualidad cuando no está relacionado con el contenido
constitr¡cionalmente prolegido dc un derecho fundamental; cuando velsa sobre un
asunto materialmente excluido del proceso de tutela de que se trata; o, finalmente,
cuando lo pretendido no alude a un asunto que requiere una tutela de especial
u¡gencia.

3. Expresado de otro modo, y tcniendo en cucnta lo precisado en el I'r¡ndamento 50 de
la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, una cuestión no reviste
especial t¡ascendencia constitucional en los siguicntes casos: (1) si una futura
resolución del Tribunal Constitucional no soluciona algún conllicto de relevancia
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constitucional, pues no existe lesión que somprometa cl dcrecho fr¡ndamental
involucrado o se trata de uD asunto que no corresponde ¡esolver en la vía

l; o (2) si no existe necesidad de tutelar de manera urgentc cl derecho
invocado y no median razones subjetivas u objctivas que habiliten a

o colegiado para emitir un pronunciamie¡to de lbndo

En el caso de autos, el ¡ecurso intelpuesto no está referido a una cuestión de
De¡echo de especial trascendencia constitucional, toda vez que se cuestionan
asuntos que no corresponde resolver en la vía constitucional, tales como la
apleciación de los hechos, la valoÉción de Ias pruebas y su suficiencia. En electo,
el recurrente solicita ld nulidad de la Resolución 9, de fecha 17 de novicmb¡e de
2015, mediantc la cual se conlirmó Ia Resolución l, de fecha 24 de agosto de 2015,
que condenó a don Iléctor Belindo León Alcedo a cadena perpetua por incurrir en
el delito de violación sexual de menor de catorce años (Expediente 448-2014-54).

5. Al respecto, el reourente alega que el pronunciamiento judicial en cuestión no
valoró convcnientemente la documentación probatoria recabada durante la etapa de
investigación. [n ese sentido, manifiesta que no se tomó en consideración la
declaración que la menor agraviada brindo en cámara Gesell, pues en esla se
rctracta de las imputaciones que inicialmcnte reaiizó contra el lavorecido; que no se
considc¡ó 1o dispuesto cn el acuerdo plenario 2-20051CJ-116, en lo ref¡rente a los
presupuestos rcqueridos para teDer como prueba de cargo válida la declaración de
un testigo, pues se validó las decla¡aciones lestimoniales de doña Florencia Simón
Crispin y don Jeremias Simón Cispin, cuando del contenido de las mismas se
evidencia que estas resultan ser contradictorias entre sí; quc el informe pericial
elaborado por ei psicólogo Lincol Miraval Tarazona carece de valor, pues dicho
pcrito no fbrma parte del lnstituto dc Medicina Legal dcl Ministerio Público. De lo
exprcsado, se aprecia que se cuestionan mate¡ias quc incluyen elementos que
compete analizar a la judicatu¡a ordinaria, como son la aprcciación, la valoración
de las pruebas y su suñciencia.

6. En consecuencia. y dc lo expuesto en los fundamentos 2 a 5 supra, se veriñca que
el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el
acápite b) del fundamento 49 de la senlencia emitida en el Expediente 00987-201,1-
PA/TC y en el inciso b) del articulo I I del Regiamento Normativo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite, improcedente
el recurso de agravio co[stitucional.
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Por estos lündamentos, cl Tribunal Constitucional, con la autoridad que le
corfiere la Constitución Política del Peru, y la participación del magistrado Espinosa-
Saldaña Banera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistmdo Ferrero Costa,

RESUELVE

I)ccla¡ar IMPROCEDENTE el recurso de agravio co¡lstitucional porque la cuestión dc
I)erecho contenida en el recurso carece de esDecial trascendencia constitucional

Ptrblíquese y notifiquese.

SS.

MIRANDA CANALES
SARDóN DE TABOADA
ESPINOSA-SALDAÑA 1,

L t,
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4, Dl modelo de tutcla ante amenazas y vulneración de derechos lue seriamente
modificado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, amparo, habe(ts dÚta
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
califica effóneamente como "órgano de control de la Constitución,'. No obslante. cn

VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me olorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencic
de mi colcga magistrado, emito el presentc voro singular, para expresar respetuosamente
que disiento dcl precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-201,1-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENECATORIA. por los fundamentos que a
continuación expongol

EXP. N.. 02170-2017-PtiC/IC
HUÁNUCo
HÉCTOR BELINDO LEóN AI,CEDo

EL TRTBUNAL C0NSTITUCIoNAL coMo coRTE DE REVISIóN o FALLo y No DE
C^SACIÓN

La Constitución de 1979 creó el Tribünal de Garantías Constitucionalcs como
instancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al 'l'ribunal Constitucional
en instancia de fallo. t,a Constitución dcl 79, por primera vez en nuestra historia
co¡stitucjonal, dispuso la creación de un órgano a/ r¿¡¿, independiente del poder
Judicial. con l¿r tarea de garantizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
de los dercchos lundamentales.

2. La Ley Fr.rndamental dc 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Co¡stit!¡cionales era un órgano de co¡trol de la Constitución, que tenía iL¡risdicción
en todo el territorio nacionalpara conocer, er', vía da casación, de los habeas corpu;
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada paru fallar en forma definitiva sobre la causa. Es
dccir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derccho. reconocidos cn la Conirirución.

^M/)

3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribu¡al de Garantías
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus artículos 42 aI46, que
dicho órgano. alencontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en fbrma errada o ha incurrido en graves vicios procesaies en la
tramitación y resolución de ¡a dcoanda, procede¡á a casar la sentencia y, luego de
señalar la deficiencia, devolverá los actuados a la Coñe Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sr¡s lineamicntos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.
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materia dc p¡ocesos constitucionales de Ia libertad, la Constitución establece que el
Tribunal Constitucionales instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que ¡a Constitución Política del Perú, en su aÍlculo 202, inciso 2,
ptescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en úllimu y
deÍnitfua ínstdnciú, las resoluciones denegalorías dictadas en los procesos de
habeas corpus, a parc, habeas ddta y dcción de cu\lplimiento". Esta disposicio¡
constit!¡cional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamentales.
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se
estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
contravendria mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo 7),y "la observancia del debido ptuceso y tuteht
jur¡sdiccional. Ninguna per,rona puede ser desvíada de ta jurísdicctón
predeterminada por la ley, ni s.'metida a procedimiento dislinío de los preyiamente
establecirlos, t1i juzgdda por órgakos jurisdiccionr¡les de exccpcíón ni por
comis¡ofies especiales creadas al ef¿cto cualquiera sea su denomínación',.
.on\agrada en el añrculo l3q. inci.o l

6. Como se advieÍe, a diferencia de Io que acontece en olros países, cn los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la yÍa del certiordri
(Suprenra Corte de los Estados Unidos), en el peni cl poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de Ia Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está cn discusión es la supuesta amenaza o lesióo de un derecho fundamental. s§
debe abrir la vía correspondiente para que cl 'l_ribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero Ia apertura de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
análisis de Io que 'e prctende. de lo que .e in\oca.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
irrenunciable a la defensa; además, un Tribunal Constitucional constituve e¡ mas
efectivo medio de defcnsa de los derechos fundamentales frenre a los porleres
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

EL DEREclto A sER oiDo coMo MANTTESTACIóN DE LA D¿MoCR{TIZAC|óN DE Las
PRocf,sos CoNSTITUCtoNALES DE L^ t,tBERTAD

La administración de _justicia constitucio¡al de la libenad que br¡¡da el Tribunal
Coñstitucional, desde su creación, es resperuosa. como cotesponde, del derecho de

8
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defensa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se
delerminen sus derechos, intereses y obligaciones.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la el¡isión de una rcsolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la defens4 la cual, sólo es
efectiva cuando eljusticiable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pedi¡entes, concretándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constituciona¡.

10. Sobre la intervención de las partes, corresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con estricto respeto de los de¡eshos inherentes a todo ser humano, lo qu§
incluye el derecho a ser oido con las debidas garantías.

11. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defe¡sa de sus intereses.
que se concede en Ia ar¡diencia de vista, también constituyc un elemento que
democratiza el proccso. De lo contrario, se decidi¡ía sobre Ia eslera de inteÉs de
una persona sin permitirle alegar lo coffespondiente a su favor, lo que resultaría
cxcluyente y antidemocrático- Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
includible de opt¡m¡zar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constit¡cional se
Iegitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficiente las razones de derecho \ de hecho relevantes en cailá
caso que resuelve.

12. En ese sentido, la Corte lnteramericana de Derechos Hu,¡anos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Estado a trtt¡ar al indíviduo en todo momenío comt)
un rerdadero sujeto del proceso, en el mat amplio sentido de este concepto, I nL,
simplemenÍe como objeto del misno"). t que "putlt que exista J¿bido proc¿¡o iegal
es preciso que an jus[ic¡able pueda hacer yal¿r ¡us derechos y deJbnder sus
íntereses en.lbrma efectita y en cofidiciones de igualdad procesal con otros

I Corte lDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009,
páÍafo 29.

' Co.te IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trin¡dad y Tobago,
sentencia del21 dejunio de 2002, párrafo 146.

rtw
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I7. Por Io demás, mrlat¡s mutanclís, el prccedente vinculante conten¡do en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02g77-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la Iibedad (supletoriedad, vía preria,
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional liquido y
cierto, etc.).

NATU&ALEZA PRoCESAL DEL RECURSo DE AGRAvIo CoNsTITUCIoNAL

13. EI modelo de "instancia de fallo" plasmado en ¡a Constitución no puede ser
desvirtuado por el Tribunal Conslitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho Tribunal cs su intérprete supremo, pero no su reformador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

EXP. N.. 02170-2017-PlIC/IC
HUÁNUCo
HÉcroR EELrNDo LEóN ALCEDo

[4. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libefiad la denominada
"senlencia interlocutoria", el recurso de agravio conslitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni ¡nucho menos "recalificar" el requrso de agravio constitucional.

15. De conlormidad con los artículos l8 y 20 del Código procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le correspo,tde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer,, Io que la parle alcga
como un agrar io que Ic ceu.a indelcn.ion,

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria,'cstablece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere ser aciarado, justificado y concretado en supuestos específicos, a sabcr,
identificar en quó casos se aplicaria. No hacerlo, no definirlo, ni justificarlo,
convierle el empleo de la precitada sent€ncia en arbitrario, toda vez que se podría
af¿c¡ar, entre otros. el derecho fundamental de defensa, en su manifestación de ssr
oido con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carcntes de predictibilidad, afectando norablemente a los justiciables. quicnes
tendrían que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

18. Sin embargo. el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a Ia de los procesos ordinarios no co¡stituye un
motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agra\,io
constitucional.

rT1
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que lajusticia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentalcs de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, Io que garantiza que el 'l'ribunal Constituciona¡. en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta quc, agotada la vía constitucional, aljusticiable
solo le queda el camino de la jurisdicción internacional de prot€cción de derechos
humanos.

20. Como afirmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la def¡nsa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total de la Constitución, pues si toda garantia constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al delender su derecho
está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida s¡n la protección iudicial auténtica".
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